INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 9 DE MARZO DE 2015 RELATIVO A LA FORMA DE ELEVAR DISCREPENCIAS Y FORMULAR CONSULTAS A LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.
Modalidad de informe: Consulta.

Área temática: Función Interventora.

Informe vigente.
Se recibe en esta Intervención General consulta procedente de la Secretaria General Técnica de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, que trae causa de la solicitud de pago de intereses, derivados del contrato de arrendamiento del inmueble sito en calle ………………….., de Madrid, que realiza la empresa ………………….., en su calidad de arrendadora.
ANTECEDENTES DE HECHO
Con fecha 16 de febrero de 2015 tiene entrada en esta Intervención General consulta procedente de la Secretaría General Técnica de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio en relación con la procedencia del pago de intereses legales reclamados por la empresa ………………………………….., relativos al  abono del alquiler de los  meses de octubre, noviembre y diciembre de 2014 del  inmueble sito en la calle …………………., de uso de la Consejería de Medio Ambiente  y Ordenación del Territorio.

En el escrito de la consulta que eleva a este centro, la  Secretaría General Técnica de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio  literalmente dice (..) solicita el informe de esos Servicios Jurídicos”, si bien en el pie del documento se   dirige a la Ilma. Señora  Interventora General de la Comunidad de Madrid.
Consecuencia de lo anterior, desde este Centro Fiscal se solicita el mismo día a los órganos responsables de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio aclaración respecto al contenido del documento y al objeto de la consulta recibida, dando como resultado la solicitud de la devolución del expediente por dicha Consejería.

La devolución se produce el día 16 de febrero de 2015, entendiendo que se ha originado un error en la tramitación y que, por tanto,  no se ha dirigido la consulta al órgano competente para su resolución. 

De esta manera, con la devolución inminente del expediente desde esta Intervención General, se facilita la inmediata remisión del mismo al órgano que proceda.
La Secretaría General Técnica de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, una vez recibido el expediente, procede de nuevo a su tramitación.

Por cauce de la Intervención Delegada en la Consejería de referencia, remite por segunda vez el expediente a esta Intervención General.

Sin embargo, del examen documental del citado expediente, se observa que obra la misma  documentación, y por tanto el objeto del mismo se mantiene; así, la solicitud  de informe a los Servicios Jurídicos se realiza en los siguientes términos:

 “Ante esta petición de la empresa ……………………………………………, y en virtud del artículo 4.3 de la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de Ordenación de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid, se solicita informe de esos Servicios Jurídicos sobre la procedencia o no del abono de los mismos se acuerdo con la legislación vigente tanto en materia de arrendamientos como presupuestaria”.
Recibido por segunda vez el expediente este centro realiza las siguientes 
CONSIDERACIONES

El informe se solicita al amparo del art.4.3 de la Ley 3/1999, de 30 marzo, de Ordenación de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid.

El contenido de este precepto es el siguiente:

“Artículo 4. Ejercicio de la función consultiva.
3. Asimismo, el Gobierno, los Consejeros, los Viceconsejeros, los Secretarios Generales Técnicos, los Directores Generales y los titulares de los órganos de gobierno de los organismos y entidades pueden consultar a los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid sobre cualquier cuestión jurídica relacionada con los asuntos de su competencia, precisando los puntos que deben ser objeto de asesoramiento.”

A la vista de la solicitud y de la normativa aplicable se colige que la competencia para informar sobre la cuestión planteada recaería en los mencionados Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid.
Por cuanto a la Intervención General se refiere, es la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid (en adelante LRHCM) la norma que establece cuáles son sus competencias y su ámbito de actuación. 
A este respecto destacan el artículo 16 apartado 2 que establece con carácter general que “La función interventora tiene por objeto controlar todos los actos de la Administración de la Comunidad y de sus Organismos Autónomos que den lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones de contenido económico, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la recaudación, inversión, o aplicación en general de los caudales públicos, con el fin de asegurar que la administración de la Hacienda se ajuste a las disposiciones legales aplicables en cada caso”.
Y el artículo 82 que prevé que: “Todos los actos, documentos y expedientes de la Administración de la Comunidad de los que se deriven derechos y obligaciones de contenido económico, serán intervenidos y contabilizados con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley y en sus disposiciones complementarias”.
El ejercicio de la función interventora exige pues, la tramitación del expediente en su integridad con el objeto de que se pueda determinar por el centro fiscal si los derechos u obligaciones derivadas del mismo se ajustan o no a la legalidad vigente.
Por ello la Intervención sólo podrá emitir su parecer respecto de un expediente cuando éste se remita con toda la documentación pertinente, ya sea desde la perspectiva jurídica, como desde la perspectiva contable, económica y/o financiera.
Esta exigencia es recogida expresamente por el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, en su artículo 14 denominado “Momento y plazo para el ejercicio de la función interventora” que dice:
1. El órgano gestor o autoridad responsable remitirá a la Intervención el expediente original completo, una vez reunidos todos los justificantes y emitidos los informes preceptivos cuando esté en disposición de que se dicte acuerdo por quien corresponda y previamente a la adopción de éste.”
En el presente caso no consta, del examen de la documentación remitida, que se haya tramitado expediente de gasto alguno. Ya que no se remiten documentos contables, ni  propuestas del órgano competente referidas al reconocimiento de derechos u obligaciones de contenido económico. 
En todo caso, si la pretensión  de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio es elevar una consulta a este Centro Fiscal, es necesario efectuar determinadas precisiones formales en relación con las consultas elevadas a este Centro Directivo, que pese a este carácter tienen incidencia directa en la resolución de la misma.

La Instrucción de 28 de marzo de 2006 de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General, en su apartado primero, dice que:

“Los Interventores Delegados Jefes podrán elevar directamente a esta Intervención General escritos de consulta solicitando el criterio de este Centro Directivo, en relación con la interpretación de disposiciones y normas para el ejercicio de la actividad de control interno o relativas a la contabilidad, así como sobre la adecuación a la legalidad de expedientes concretos”

Continúa señalando la citada instrucción, en su apartado segundo, que:
“La misma facultad referida anteriormente les corresponde a los órganos gestores, así como la de elevar ante esta Intervención General, a través de la correspondiente Intervención Delegada, las discrepancias que se susciten en el ejercicio de la función interventora, siguiendo el procedimiento establecido en el Decreto 45/1997 de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.”
Esto significa que las consultas han de ser elevadas, en todo caso, a este Centro Directivo a través de la Intervención Delegada, no pudiendo ser elevadas directamente por el Centro Gestor –dispone la Instrucción de 28 de marso de 2006 en su apartado cuarto que “Las consultas y discrepancias se elevarán a la Intervención General a través de las correspondientes Intervenciones Delegadas”.
A mayor abundamiento, la Instrucción de 28 de marzo de 2006 de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General, en su apartado tercero, dice que:

"Con la finalidad de que la información recibida por este Centro Directivo tenga un mismo grado de homogeneidad para su estudio y análisis, los escritos de consulta y discrepancia deberán concretar la cuestión planteada, los fundamentos legales que se consideren aplicables y la opinión o parecer sobre la cuestión formulada.

Igualmente se acompañarán a la consulta o discrepancia, los antecedentes, expedientes, documentos, informes, etc., que se consideren necesarios para el estudio del asunto, porque fundamenten, sean objeto o formen parte de la consulta o discrepancia, así como cualquier otro aspecto que pueda resultar de interés en la decisión que se adopte, debiéndose especificar a estos efectos, el estado de tramitación del expediente en el marco del procedimiento administrativo.
En todo caso, los expedientes relativos a los escritos de consulta y discrepancia se remitirán a este Centro Directivo completos, acompañados de la documentación oportuna en original o fotocopia compulsada."

En el presente caso, la consulta planteada no se acompaña de documentación contable, ni tampoco de todos los antecedentes necesarios para el estudio del asunto, ni se plantea en el marco del ejercicio de la función interventora. Ello determina que la consulta no ha sido planteada según el procedimiento establecido al efecto.
No obstante, una vez analizada la documentación efectivamente aportada este Centro resuelve hacer las siguientes precisiones:

a. El expediente aportado consiste en un contrato de arrendamiento, que conforme al artículo 4.1.p) del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de noviembre, está excluido del ámbito de aplicación  de esta Ley; tiene el carácter de contrato privado y se rige por la legislación patrimonial, en particular por la ley 3/2001, de 21 de junio de Patrimonio de la Comunidad de Madrid.
El propio contrato, en la cláusula primera establece expresamente que “por lo que se refiere a sus efectos y extinción se celebra al amparo de lo dispuesto en la  vigente de Arrendamientos Urbanos de 1994, (Ley 29/1994, de 24 de noviembre) (en adelante LAU) y está sometido de forma imperativa a lo dispuesto en los títulos I (artículos 1 al 5) y IV (artículos 36 y 37) de la misma. Además por tratarse de un arrendamiento para uso distinto del de vivienda, se rige por la voluntad de las partes expresada en el contrato; en su defecto, por lo dispuesto en el Título III (artículos 29 al 35) de la citada Ley, cuya aplicación no se excluya de forma expresa, y supletoriamente, para cualquier cuestión no prevista expresamente, por lo dispuesto en el Código Civil”.

Con arreglo a las estipulaciones contenidas en el Título I de la LAU se trata de un arrendamiento para uso distinto del de vivienda, que se rige por la voluntad de las partes
. A estos arrendamientos no les resulta de aplicación lo establecido en el Titulo II  de la LAU, para los arrendamientos de vivienda, particularmente el artículo 17 referido a la determinación de la renta, ni siquiera por vía de analogía (Art 4 del Código Civil) pues no existe la identidad de razón que exige este precepto ya que se está, como recuerda el propio Preámbulo de la LAU ante “realidades económicas subyacentes  sustancialmente distintas y merecedoras, por tanto, de sistemas normativos disímiles que se hagan eco de esa diferencia”, de tal modo que “al mismo tiempo que se mantiene el carácter tuitivo de la regulación de los arrendamientos de vivienda, se opta en relación con los destinados a otros usos por una regulación basada de forma absoluta en el libre acuerdo de las partes”.

Por ello, no habiéndose pactado nada en el contrato de arrendamiento sobre la posibilidad de exigir intereses de demora, no será posible acudir a la LAU para su exigencia.
Por tanto habrá que analizar la aplicación supletoria del Código Civil para determinar si se puede dar una respuesta positiva al arrendador
b. El Código Civil regula el arrendamiento en los artículos 1542 a 1582, resaltando a efectos de análisis del presente caso los siguientes:

El Artículo 1555.1º: “el arrendatario está obligado a pagar el precio del arrendamiento en los términos convenidos”.

El Artículo 1556: “Si el arrendador o el arrendatario no cumplieren las obligaciones expresadas en los artículos anteriores, podrán pedir la rescisión del contrato y la indemnización de daños y perjuicios, o sólo esto último, dejando el contrato subsistente”.

El Artículo 1569: “El arrendador podrá desahuciar judicialmente al arrendatario por alguna de las causas siguientes (…)2.ª Falta de pago en el precio convenido”.

Del examen del expediente no se acredita la falta de pago del arrendatario.
La aplicación del 1556 será posible si se determinase que alguna de las partes (en este caso el arrendatario) hubiese incumplido las obligaciones contractuales. En caso de constatar dicho incumplimiento se podría solicitar o bien la rescisión del contrato o bien la indemnización de daños y perjuicios por los procedimientos correspondientes a cada una de las situaciones.

Los artículos 1090 del CC “Las obligaciones derivadas de la ley no se presumen. Sólo son exigibles las expresamente determinadas en este Código o en leyes especiales, y se regirán por los preceptos de la ley que las hubiere establecido; y, en lo que ésta no hubiere previsto, por las disposiciones del presente libro”, y  1091 CC “Las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes, y deben cumplirse a tenor de los mismos”,  establecen que las obligaciones contractuales han de ser expresas, y quedar fijadas bien en los propios contratos o bien en la legislación de aplicación directa o supletoria. Respecto a  la materia objeto de análisis se ha de reincidir en que ni el contrato ni la LAU establecen estipulación alguna que obligue al arrendatario a pagar intereses.

El artículo 1100 del CC prevé que con carácter general “Incurren en mora los obligados a entregar o a hacer alguna cosa desde que el acreedor les exija judicial o extrajudicialmente el cumplimiento de su obligación”.

Y el artículo 1108 del CC establece que “Si la obligación consistiere en el pago de una cantidad de dinero, y el deudor incurriere en mora, la indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto en contrario, consistirá en el pago de los intereses convenidos, y a falta de convenio, en el interés legal”
Todo ello supone que cuando haya un pronunciamiento favorable al hecho de que el deudor incurrió en mora se deberá proceder a la tramitación del expediente de gasto correspondiente para satisfacer esta indemnización.
A la vista de la documentación examinada, este Centro Directivo, debe resolver que en la consulta que se le ha remitido no puede realizar  las comprobaciones pertinentes con objeto de declarar que el gasto propuesto sea acorde a la normativa vigente, ya que no está definido un marco jurídico conocido e inequívoco aplicable.
El objeto de fondo sobre el que versa la consulta es la necesidad de determinar cuáles son las normas que supletoriamente deben aplicarse al expediente, ante la ausencia de regulación directa. La determinación del régimen jurídico de aplicación, el establecimiento de las normas que  tienen carácter subsidiario y cuáles son  supletorias, no es competencia de este Centro Fiscal. 

Deberán ser los órganos competentes los que realicen el correspondiente estudio jurídico y determinen, con claridad y precisión, de modo inequívoco, cuál es la naturaleza jurídica del negocio, y cuál es el régimen jurídico.  Deberán determinarse cuáles son los derechos, los deberes y las obligaciones dimanantes del mismo para todas las partes afectadas. 
CONCLUSIONES

Con carácter previo a la emisión de informe por la Intervención General deberá establecerse, por los órganos competentes, la naturaleza  y el marco jurídico aplicable al negocio que genera la tramitación del presente expediente administrativo.
Es lo que a los efectos oportunos, como contestación a la petición de esa Secretaría General Técnica, se tiene a bien informar desde este Centro Fiscal sin que la presente consulta se emita en ningún caso, en el ejercicio de la función interventora conforme a lo dispuesto en la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid.

� Ley 29/1994, de 24 de noviembre, Artículo 4.3 : “Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los arrendamientos para uso distinto del de vivienda se rigen por la voluntad de las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el título III de la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil”.
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